Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 14 minutos.) 


Damos la bienvenida al señor Ministro de Salud Pública y a su equipo, a efectos de considerar, en principio, los tres temas que 
motivaron esta convocatoria. El primero de ellos refiere al proyecto de ley sobre reproducción humana asistida, que está a 
consideración de esta Comisión desde comienzos de la Legislatura y que, como se sabe, ya tuvo debate en la anterior. Era 
importante para esta Comisión contar con la opinión del señor Ministro y su equipo a este respecto. 


De igual forma, estaba planteado el tema de las auditorías que se habían realizado a las instituciones médicas de asistencia 
colectiva, a fin de recibir la información que nos pudieran brindar. Asimismo, está la situación puntual planteada por GREMEDA, y 
nos interesa no sólo tener la posibilidad de considerar algunas de las propuestas de esa institución, sino también saber si existen 
otras en el país que estuvieran en similares condiciones. Queríamos saber cómo podíamos, según el punto de vista de nuestros 
visitantes, prever la situación de la asistencia privada en el interior del país. 


Además, en la última reunión llevada a cabo el martes pasado, abordamos un nuevo tema sobre el que, por lo menos dos de los 
tres señores Senadores que estamos presentes, hemos hablado. Personalmente, estuve a punto de referirme a él con el señor 
Senador Riesgo, pero luego no pude hacerlo; sin embargo, sí pude hablarlo con el señor Senador Correa Freitas, quien después se 
integrará a la Comisión, y decidimos consultarlos sobre un planteo efectuado por los trabajadores de diálisis del Uruguay que, por 
otra parte, se ha hecho público. 


No sé si nuestros visitantes han hecho una estimación del tiempo que necesitamos para tratar estos temas y si ya saben cuál va a 
ser el orden que prefieren para abordarlos. 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar, quiero agradecer la oportunidad que nos brindan de poder estar analizando estos temas, 
todos ellos de gran trascendencia e importancia, con los señores Senadores. 


En segundo término, también quisiera adelantar el espíritu de la Administración que hemos asumido hace pocos días, cosa que ya 
hemos comunicado a los señores representantes, en el sentido de que, de aquí en más, vamos a tratar de establecer una tónica de 
diálogo fluido que permita, de alguna manera, ir adelantándonos a los hechos en cuanto a todo lo que tiene que ver con las 
acciones que irá tomando nuestro Ministerio con respecto al tema de la salud. 


Si no hay inconvenientes, me gustaría comenzar con el tema de la situación de las instituciones mutuales y las cooperativas 
médicas en Montevideo, específicamente, porque creemos que se trata de un asunto de gran importancia y de extrema delicadeza. 
Asimismo, pensamos que es muy importante que los señores Senadores tengan conocimiento de cuál ha sido la acción y los pasos 
que ha ido tomando nuestro Ministerio, además de las perspectivas de futuro con respecto a esta problemática. 


Entonces, si los señores Senadores están de acuerdo, comenzaríamos por este tema. 


SEÑOR CID.- Dada la naturaleza de los asuntos y la complejidad de algunos de ellos, además de lo extensiva que puede ser la 
información que exija alguna de las temáticas, pienso que tal vez sería bueno definir desde el principio si vamos a tener una nueva 
reunión para esclarecer los aspectos que van a quedar pendientes. Digo esto porque solamente el encare de este primer título, que 
es la crisis del sistema mutual, es muy abarcativo, cuenta con muchos detalles y hay muchas cosas para analizar y sobre las que 
nuestros invitados nos pueden informar. 


Entonces, mi sugerencia es que, dada la disposición manifestada por el señor Ministro en el sentido de tener un contacto fluido con 
las Comisiones de Salud Pública de ambas Cámaras, ya podríamos pactar una segunda instancia, donde poder seguir analizando 
estos temas. 


SEÑOR MINISTRO.- Por mi parte, no habría ningún inconveniente en que, una vez terminada la sesión de hoy, podamos 
inmediatamente establecer una segunda comparecencia ante esta Comisión. 


A continuación, voy a hacer un pequeño "racconto" histórico acerca de cómo se fue dando esta situación, a efectos de dar una idea 
de cuáles han sido y cómo se han tomado las medidas en nuestro Ministerio con respecto al sistema mutual. 


La primera medida que el Ministerio adoptó fue la que se generó con relación a un documento con el cual el anterior Ministro 
concurrió a esta Comisión en el mes de julio de 2000, poniendo en conocimiento de él a los señores Senadores. Dicho documento 
tenía como título: "Políticas de salud sobre el sistema mutual", y en él se pautaban una cantidad de medidas que el Ministerio iba a 
tomar de carácter técnico y administrativo y, fundamentalmente, con respecto al sistema mutual, en lo que se llamó: "Programa de 
fortalecimiento del sector institucional de las mutualistas". 


El primer paso concreto que se dio con relación a ese documento, fue el de establecer que se hicieran auditorías en todas las 
instituciones de Montevideo, a los efectos de saber el estado de situación del sistema mutual y de las cooperativas médicas. Ese 
primer paso fue cumplido dentro de los plazos previstos con la contratación de técnicos extranjeros, a los efectos de tener una 
visualización de esas auditorías, de tal modo de que fueran elaboradas en una forma absolutamente objetiva. Esa documentación 
estuvo pronta aproximadamente tres meses después de iniciado el proceso. De ahí surgieron una serie de pautas que el Ministerio 
posteriormente adoptó, lo que determinó que se hicieran reuniones inmediatamente entre las distintas instituciones mutuales para 
dialogar acerca del resultado de las auditorías de carácter técnico, administrativo y contable. Sin embargo, no se trataba 
estrictamente de auditorías técnico-contable, sino que también contenían aspectos indicadores de salud. 


Lo primero que hicimos fue ponernos en contacto con las instituciones para informarlas acerca de los resultados de dichas 
auditorías, las que fueron reconocidas prácticamente por todas las instituciones, ya que se habían elaborado a partir de datos 


obtenidos de ellas mismas. Dicha documentación demostró que existen cuatro clases de instituciones que se pueden catalogar en 
categorías, tomando como base su situación crítica fundamentalmente desde el punto de vista económico-financiero. Ello 
determinó que se les solicitara —salvo a seis de ellas a las que después se les pidió que adoptaran una medida distinta- que 
comenzaran a trabajar en un proyecto de reconversión y de viabilidad, cuyo punto fundamental radicaba en que debían incorporar 
cambios estructurales de fondo que permitieran revertir la situación en la que se encontraban y, a su vez, generar condiciones 
económicas que hicieran posible el acceso a algunas líneas de financiamiento a los efectos de que luego pudieran sanear su 
situación. 


Durante el período entre el que toman conocimiento y comienzan a trabajar en los proyectos, el Ministerio adoptó una medida de 
colaboración estrecha con las instituciones mediante la cual se las recibía para su asesoramiento. Además, abrimos un registro de 
empresas que tenían capacidad como para asesorar y que estuvieran suficientemente acreditadas, y con ello se pretendió ponerlas 
a disposición de las instituciones que lo solicitaran. Posteriormente, dada la gravedad de la información que arrojaban las 
auditorías, se determinó que había por lo menos seis instituciones a las que era fundamental ayudar para que de alguna manera 
pudieran ingresar en un proceso de fusión o de absorción por parte de otras instituciones, y se les solicitó que comenzaran a 
trabajar en este sentido. 


El 24 de marzo de 2000 el Ministerio tomó conocimiento de un primer estudio realizado por una mesa multisectorial, que fue el que 
desencadenó el proceso de comienzo de un programa de fortalecimiento institucional. Dicho programa se había generado a partir 
de una mesa multisectorial donde estuvieron representados la FUS, FEMI, UMU, TENARIO, Sindicato Médico del Uruguay y 
delegados de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de Economía y Finanzas y de Salud Pública. Durante el período de 
trabajo de las instituciones —que aún siguen en actividad con los proyectos de viabilidad- nuestro Ministerio decidió, por iniciativa 
del entonces Ministro Fernández Ameglio, comenzar a trabajar en una mesa que facilitara la posterior presentación y elaboración 
de proyectos por parte de las instituciones. Dicha mesa funcionó durante unos meses hasta que culminó su labor el 31 de enero de 
2001. 


El documento que surgió de esa mesa contenía cuatro capítulos fundamentales. El primero de ellos atendía a cambios de carácter 
técnico que era necesario introducir en las instituciones relacionados, fundamentalmente, con el régimen laboral de los médicos, 
con el horario en el que deben desempeñarse y con la manera como se debían prestar algunos servicios. El segundo capítulo tiene 
que ver con medidas a adoptarse en el área de gestión de las instituciones. El tercero se basaba, fundamentalmente, ante la 
posibilidad de que algunas instituciones a raíz de su situación económico financiera pudieran cerrar, en que se debían pautar 
previamente normas entre las partes actuantes acerca de cómo proceder en lo que tiene que ver con los aspectos laborales, 
tratando de no descuidar la fuente laboral de los funcionarios médicos y no médicos. 


Un cuarto capítulo tenía que ver con que uno de los ítems de los proyectos a presentarse en el futuro tenía que ser un estudio 
correspondiente a la masa salarial. 


Este documento fue firmado por la totalidad de los actores. Quedaron afuera, expresamente, los anestésico — quirúrgicos, el 
Sindicato Médico del Uruguay, que acompañó todo el proceso, pero no la etapa de firma del documento, Médica Uruguaya y COMI 
por la patronal. Esa casi totalidad de participantes comprendía a FEMI, la FUS, la UMU y el Plenario de Mutualistas. 


Lo que pretendía en realidad ese documento era facilitar el tratamiento de todos estos temas en los proyectos que posteriormente 
iban a ser presentados. Las Instituciones están elaborando el documento y todavía no ha expirado el plazo de presentación. Más 
adelante, algunos de los asesores que componen el cuerpo técnico podrán indicar en qué grado de avance se está. 


A su vez, se continuó trabajando con las instituciones que se encontraban en estado más crítico. A esas seis se les solicitó que 
presentaran proyectos de fusión y de absorción, para lo cual se le dio un plazo razonable, luego se procedió a conceder una 
prórroga y terminaron presentándolo el 17 de mayo. Luego de analizadas por el cuerpo técnico las propuestas realizadas, se llegó 
a la conclusión de que ninguna revestía el carácter de proyecto y que tenían mucho de intencionalidad pero poco de compromiso. 
Entendimos que la documentación presentada no era suficiente y que si bien se notaba que algunas de esas instituciones habían 
hecho un esfuerzo y un intento importante para llevar adelante este trabajo -algunas habían contratado a empresas asesoras 
acreditadas- el Ministerio debía dar un nuevo plazo a los efectos de que pudieran presentar los proyectos que se les había 
propuesto y, además, adjuntar documentación probatoria de que los supuestos contenidos allí estaban debidamente respaldados. 


El contenido de la presentación que se hizo en esta oportunidad, fue hecho en base a un estudio más serio, por lo que entendimos 
que debía ser analizada cuidadosamente por nuestros técnicos. Estamos en esa etapa y pensamos que en un plazo no mayor de 
diez días va a finalizar el estudio de las propuestas de absorción o de fusión que se han presentado, oportunidad en la que nos 
expediremos al respecto. 


En el mismo momento en que se emitió el documento de julio de 2000, en uno de los capítulos nosotros decimos que vamos a dar 
comienzo a un trámite que de alguna manera permita a las empresas acceder a un crédito a los efectos de superar la situación 
angustiante que están padeciendo desde el punto de vista financiero. A través de un crédito sectorial, iniciamos las gestiones 
correspondientes. En octubre concurrió una misión encabezada por el señor Gómez del BID y con él estuvimos conversando 
acerca de la situación general del sector salud. Fue así que se estableció que la cooperación sería para el fortalecimiento de todo el 
sistema de salud que, por supuesto, comprendía específicamente al sistema mutual. 


SEÑOR CID.- Entiendo que cuando el señor Ministro se refiere a todo el sistema de salud está queriendo decir el público y el 
privado, ¿no es así? 


SEÑOR MINISTRO.- Así es, señor Senador. 


El 1% de diciembre concurrió una primera misión, cuando ya había que definir pautas de avance con respecto a dicho préstamo 
sectorial. A partir de ese momento se instaló una Comisión, que se encuentra trabajando en el tema y concurrieron varias 
instituciones más. Todo lo relativo al avance de estos préstamos es un tema bastante complicado, que supone una matriz de 
condicionamientos y donde nosotros nos comprometimos a dar pasos favorables en cuanto a las medidas a adoptar, tanto en el 
sector público como en el privado. Hemos estado dando cumplimiento a eso; el trámite está corriendo en tiempo y forma, por lo que 
pensamos que una vez que se presenten los proyectos de reconversión y que se dé cumplimiento a las pautas acordadas, 


podremos hacer los primeros desembolsos. La manera cómo se deben realizar, es una cosa que ya está pautada. Si los señores 
Senadores lo desean, luego podremos entrar en detalles con los técnicos que están específicamente trabajando en el tema. 


Básicamente, el programa consiste en una asistencia financiera hacia todo el sector público y privado y está ligado al cumplimiento 
de determinadas pautas que aseguren los cambios estructurales que hay que hacer en las instituciones, para tener la seguridad de 
que, en el corto plazo, no se volverá a caer en la situación actual. Esto supone, entre otras cosas, la aceptación o aprobación de un 
nuevo estatuto. En este sentido, debo decir que el Ministerio, el Poder Ejecutivo, a través de un decreto, emitió un estatuto tipo que 
está en conocimiento de todas las instituciones y que, de alguna manera, recoge los puntos acordados por la mesa multisectorial y 
firmados por la casi totalidad de los participantes del sector de la salud. 


Una vez presentado el proyecto, va a ser evaluado desde el punto de vista estatutario por un grupo de técnicos expertos en el 
tema, compuesto por economistas, contadores y médicos. Por supuesto que en una segunda etapa ese documento será estudiado 
por la Dirección de Control de Calidad —-DICOCA- del Ministerio de Salud Pública y la Dirección General de la Salud. Luego de 
aprobado, irá a estudio de una calificadora de riesgo, que será externa, contratada a los efectos de asegurar que haya un 
tratamiento equitativo de todos los proyectos. Superada esa etapa, el documento será elevado a un Comité Interministerial, que ya 
ha sido designado por el señor Presidente de la República y que estará integrado por el Ministerio de Salud Pública —representado 
por el Ministro respectivo, en este caso quien habla, que además lo presidirá- el Ministerio de Economía y Finanzas y el Director de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, contador Davrieux. 


El Comité Interministerial analizará las propuestas previamente vistas por los técnicos y serán quien apruebe en definitiva los 
proyectos mencionados. 


Posteriormente, se desencadena lo que vendría a ser un apoyo a las instituciones. Si los señores Senadores creen pertinente, 
luego podríamos entrar a dar los principales lineamientos en ese sentido, porque aún hay pasos que debemos concretar, ya que 
tenemos pendiente algunas definiciones con el equipo económico. Por lo tanto, una vez dados esos pasos, recién creemos 
pertinente pasar a analizarlos. 


Básicamente, ese es el panorama general de cómo hemos ido encarando el tema de las instituciones. Si se entiende conveniente, 
y dado que hay varios documentos que podrían ser analizados, quedaría a la orden para contestar las preguntas que deseen 
formular los señores Senadores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En lo personal, me parece que sería importante tener alguna de las pautas que se habían definido para 
alcanzar los cambios estructurales. Entonces, sería valioso que el señor Ministro nos dijera cómo serían los apoyos y las pautas 
que previamente se definieron. 


SEÑOR CID.- Comparto la propuesta que hace la Presidencia de la Comisión, pero como etapa previa me interesaría tener un 
pantallazo de la situación global, a efectos de valorar cómo encajan esas pautas en el diagnóstico de situación. 


SEÑOR MINISTRO.- Si se me permite, cedería el uso de la palabra al licenciado Serra, porque ha trabajado en ese tema 
específico y entonces sería conveniente que diera la información correspondiente. 


SEÑOR SERRA.- Quizás sería conveniente, a efectos de que los señores Senadores tengan una primera información, solicitar al 
licenciado Vidart que haga una presentación del informe consolidado sobre las auditorías que se realizaron en Montevideo. Como 
decía el señor Ministro, las auditorías contemplaron tres áreas: asistencial, organizativa y económico-financiera. De pronto, un 
punto de partida para la discusión sería conocer cuál ha sido el resultado obtenido por ellas en el marco de la política descripta por 
el señor Ministro. 


SEÑOR VIDART.- Voy a referirme a los resultados alcanzados en el marco del llamado proceso de auditoría de las instituciones de 
asistencia médica colectiva de Montevideo, que se llevó a cabo entre los meses de agosto y noviembre del año pasado. De ello se 
obtuvo una información que tuvo un corte al 30 de junio del año 2000. 


Es importante tener presente que en el diseño de la metodología de captura de la información, a los efectos de no violentar la que 
históricamente venían construyendo y aportando al Sistema Nacional de Información —SINADI- del Ministerio de Salud Pública, se 
tomaron en cuenta tales parámetros y se desarrollaron algunas líneas complementarias. Ello permitió contar con un panorama más 
completo, no sólo de los aspectos económico-financiero que atraviesan las instituciones, sino también de la situación médico 
asistencial y organizacional. En rigor, no fue un análisis que quedó única y exclusivamente en los aspectos económico-financieros, 
sino que también pretendió, sobre parámetros uniformes, tomar en cuenta la situación integral de las instituciones de Montevideo. 


La metodología se aplicó sobre 19 instituciones, de las cuales 16 eran las que realmente podían aportar series históricas que, en 
alguna medida, permitían identificar cómo habían evolucionado en el último período. Debo señalar que para realizar el trabajo 
encontramos una cooperación muy importante de parte de las instituciones e inclusive, de los funcionarios técnicos a cargo de las 
distintas áreas. Sin el apoyo de ellos, hubiera sido absolutamente imposible obtener los resultados que se lograron. 


Hay muchos aspectos por donde comenzar el tema, pero, como solicitaba el señor Senador Cid, me gustaría dar un panorama muy 
puntual y luego brindar, a quienes les interese, algún tipo de material, así como también profundizar en algún eventual detalle. 
Quiero aclarar que los informes que se realizaron oportunamente comprendieron uno para cada institución y luego uno consolidado 
sobre la situación del sector en su conjunto. 


De todas maneras, y para tener ese pantallazo que se nos reclama, vamos a hacer referencia al aspecto quizás más odioso, 
porque estamos hablando de instituciones de la salud, y es el que refiere a la situación económico-financiera que atraviesan. En 
ese sentido, lo que inicialmente nos resultó sumamente llamativo —reitero que estamos hablando con un corte al 30 de junio del año 
2000- es que el sector exhibía para ese momento una deuda total de U$S 329:000.000, de los cuales U$S 278:000.000 constituyen 
deuda de corto plazo. El promedio de endeudamiento per cápita para todo el sistema asciende a U$S 340,69, esto es, por afiliado. 
Este valor, de todos modos, observa una dispersión importante entre las distintas instituciones. Para que los señores Senadores 
tengan una idea, diré que el total de la deuda equivale al 82.4% del total de los activos del sistema; expresado de otra manera, 
compromete 6 meses de recaudación del sistema. ¿Cómo está conformada esta deuda? Los principales acreedores del sistema 


son los proveedores de bienes y servicios que totalizaban, en el mes de julio del año pasado, una deuda de U$S 167:600.000, 
mientras que a las entidades financieras se les adeudaba un total de U$S 60:300.000. A su vez, la deuda con el personal ascendía 
a U$S 59:700.000. 


En lo que hace al total de los activos contables del sistema ¡AMC de Montevideo al 30 de junio, podemos decir que ascendía a U$S 
399:800.000, de los cuales U$S 107:200.000 corresponden a activos de corto plazo y U$S 292:600.000 a los de largo plazo. El 
activo promedio por afiliado es de U$S 403, mientras que el patrimonio global del sistema, per cápita, es de 72.71. La falta de 
liquidez que afecta al sistema, lo ha llevado a un progresivo endeudamiento con proveedores y es muy importante tener presente 
que la principal fuente de financiamiento que ha tenido el sistema en el último período, según hemos constatado, ha sido 
fundamentalmente la de los proveedores de bienes y servicios, que es mucho mayor a la del sector financiero. Obviamente, 
además de las deudas generadas con los proveedores tenemos las que se produjeron con el sector financiero “aunque en menor 
medida- y con el personal, principalmente con los médicos. 


El indicador de liquidez muestra que los activos corrientes cubren solamente el 39% de la deuda de corto plazo. El capital de 
trabajo de las IAMC es deficitario en U$S 171:200.000 debido a las pérdidas operativas de los últimos años; esto ha provocado, 
obviamente, los problemas de liquidez a que me he referido. Por otra parte, los indicadores de rentabilidad evidencian que el 
sistema ha venido operando en zona de pérdidas, tanto operativas como netas, a lo largo de varios años. Desde octubre de 1999 a 
junio de 2000, los déficit acumulados ascienden a U$S 26:200.000 por concepto de pérdida operativa y U$S 32:000.000 por 
pérdida total. El sistema en su conjunto genera una pérdida total de alrededor de U$S 3:000.000. Por su lado, el promedio de 
ingresos operativos en el período considerado, asciende a U$S 52:600.000 por mes. De tales ingresos, el 74.5% corresponde a 
cuotas por abonado; el 13.1% a órdenes y tickets y el 12.4% restante a venta de servicios a otras mutualistas y al Estado. La 
evolución negativa mantenida en las finanzas del sector se ha verificado dentro de un escenario en el cual los ingresos han 
aumentado permanentemente y es un aspecto que debemos tener presente. Además, la cuota mutual promedio se incrementó 
desde U$S 27 en 1998 a U$S 42 en 1996, configurando un incremento del 60% en el término de 12 años y llegando a U$S 43 en el 
año 2000. Paralelamente, se verificó una elevación significativa del precio de órdenes y tickets, al tiempo que se empezaron a 
aplicar sobre un importante número de servicios que antes estaban exentos. También se autorizó la afectación de la sobrecuota de 
inversión para gastos operativos. Dicha estructura sobre los ingresos del sector, muestra que las remuneraciones y las cargas 
sociales tienen una incidencia promedio del 59.35%. Debo insistir en este aspecto: la estructura del gasto, es decir, remuneraciones 
y cargas sociales, gravita en un promedio sistémico del 59.35%. Los bienes y servicios consumidos participan en un 20.4% y 
14.8%, respectivamente. Finalmente, los gastos de funcionamiento corresponden al 7.76%, las amortizaciones al 1.93% y el 
mantenimiento al 1.22%. 


Quizás no sea tan importante retener todos estos números y sólo habría que recordar dos datos clave: que del total del gasto, el 
60% se destina a remuneraciones y que el 20.4% corresponde a lo que son bienes y servicios. ¿Por qué es importante tener este 
referente? Porque el sistema tiene un déficit operativo cercano al 7%. En la lógica de una racionalización que apunte, obviamente, 
a un esfuerzo de ajuste interno, en alguna medida hay que pensar cuáles son los frentes sobre los que hay que actuar con mayor 
eficacia. Lo cierto es que también hemos comparado la estructura de costos que presenta este sistema con otras realidades de la 
región e internacionales. Lógicamente, no pretendíamos hablar de la eficiencia, la productividad y la eficacia, sino simplemente 
tener en cuenta un parámetro que es el precio, expresado en dólares, de la cuota mutual para poder acceder a una canasta de 
servicios de salud. En definitiva, queríamos saber qué pasaba si comparábamos nuestra situación con el caso de Argentina, Chile o 
Canadá. De esta manera, tuvimos una sorpresa interesante. Digo esto, porque si tenemos en cuenta, por ejemplo, lo que vale la 
seguridad social en la Argentina —que por cierto no es un país barato, con una estructura de precios relativos bastante 
distorsionada- encontramos que la cuota mutual en nuestro país es 100% superior a dichas obras sociales; en algunos casos, la 
diferencia alcanza al 150%. Esto quiere decir que seguir cargando sobre el afiliado las ineficiencias del sistema, no parece ser lo 
más justo. Desde la perspectiva de una racionalización del sistema queda bastante claro, desde nuestro punto de vista, que el 
principal obstáculo a vencer es, justamente, lograr una mejora en las condiciones operativas internas del sistema y hacer un uso 
más eficiente de sus recursos, a los efectos de restaurar condiciones de operación equilibradas y hacer esto con un propósito 
fundamental: garantizar condiciones de prestación médico asistenciales suficientes, oportunas y adecuadas a la población 
beneficiaria. 


SEÑOR CID.- Escuché con atención que estudiaron la evolución de la cuota entre los años 1988 y 1996. Ahora bien; recuerdo que 
este porcentaje de asignación a remuneraciones y cargas sociales alcanzó 15 puntos por encima de lo que correspondía al año 
1988. ¿Han realizado algún estudio en ese sentido? 


SEÑOR VIDART.- En este momento tengo los datos históricos, pero tal vez el sociólogo Serra tiene presentes esos datos. 


SEÑOR SERRA.- Puedo brindar, en este momento, datos de una serie -a partir del año 1991- que está dividida entre instituciones 
de Montevideo y del interior. En ese año, las remuneraciones y cargas sociales representaban el 51% de los egresos de las IMAC 
de Montevideo, mientras que en el interior significaban el 51,18%. En realidad, es en el año 94 donde se registra un cambio 
importante en el peso de las remuneraciones sobre el gasto total, ya que pasan a representar un 59,87% para el caso de 
Montevideo y un 57.63% para el interior. Además, se mantiene el salario con ese tipo de participación, tendiendo a bajar en los 
últimos años. Incluso, con los ejercicios cerrados al 31 de diciembre, el salario está representando, para el conjunto consolidado de 
las AMC de Montevideo, un 55,36% de los ingresos, mientras que en el interior alcanza un 53.14%. 


SEÑOR VIDART.- Luego de este breve pantallazo que vimos de los aspectos económico- financieros, me parece que sería 
interesante —dado que había señalado que la auditoría no se agotaba exclusivamente en aspectos económico-financieros, sino que 
era más comprensiva, puesto que abordó otro tipo de áreas, por lo que me parece que es de enorme importancia identificar los 
problemas estructurales que atraviesa el sector- dar a conocer a esta Comisión de Salud Pública los resultados obtenidos en el 
área organizacional, es decir, lo que está pasando con la administración y la gestión de estas instituciones, con la gerencia, con el 
gobierno, o sea, las técnicas y mecanismos a través de los cuales se gobiernan y administran las instituciones de asistencia médica 
colectiva de Montevideo. 


En este caso, tal vez los resultados no pueden tener la contundencia con la que suenan a veces los números, porque estos son, 
precisamente, eso: números. En alguna medida, al momento de tener que diseñar alguna técnica de identificación de los problemas 
en la gestión de una institución, uno puede pensar que peca de subjetividad, porque realmente no tiene instrumentos de la misma 


naturaleza que cuando analiza los aspectos contables o económico-financieros puros. Sin embargo, creo que es sumamente 
interesante prestar atención a los principales resultados que, en términos de generalización, voy a presentar en este momento. 


En lo que hace específicamente a la situación observada en materia de la dirección —reitero que esta es una generalización y no 
voy a hablar de cada institución, sino que me referiré a los rasgos más sobresalientes, identificados para el sistema en su conjunto- 
lo primero que llama la atención respecto de los resultados obtenidos es que existe una importante ausencia en la definición de 
roles, cometidos y responsabilidades, así como también una inadecuada separación entre las responsabilidades de dirección y las 
funciones ejecutivas. También se pudo encontrar falta de corresponsabilidad patrimonial de los directivos respecto de los resultados 
derivados de sus decisiones sobre la condición de la institución. Este hecho, en alguna medida, es llamativo, pero hay muchas 
instituciones que operan con estas características. Cuando uno ve el tipo de interés que prevalece —no quisiera entrar en este 
tema, porque puede filtrarse la subjetividad- puede advertir que el institucional es secundario frente a lo que puede ser, muchas 
veces, la optimización de aspiraciones en la gestión del individuo que administra, porque no hay una clara estructura de 
corresponsabilidad patrimonial. Asimismo, se pudo observar la falta de oposición de intereses entre quienes deciden los destinos 
de la institución y aquellos que contratan con la misma, generándose situaciones que perjudican su desenvolvimiento eficiente. 
También encontramos un bajo nivel de capacitación empresarial e insuficiente nivel de dedicación de los directivos a las tareas 
específicas de la dirección. En lo que respecta a la gerencia, se comprobó una frecuente injerencia de las comisiones directivas en 
las funciones gerenciales, lo que da lugar a dualidad de mando y distorsiona las líneas jerárquicas. Además, se constató baja 
profesionalidad y disímiles niveles de capacitación de las gerencias. En casi todas las instituciones encontramos ausencia de 
planificación estratégica, falta de definición de metas anuales y falta de criterios de presupuestación del operativo. En la mayoría de 
ellas prevalecía un estilo de gestión del día a día, sin contar con sistemas de alerta tempranos ante desvíos; ausencia de unidad de 
gestión entre el sector médico y el administrativo, lo que genera la toma de decisiones no correctamente evaluadas desde el punto 
de vista del impacto económico sobre la empresa; ausencia de mecanismos de seguimiento y contralor sistemático de la gestión; 
ausencia de procedimientos regulares y sistemáticos para la adquisición de bienes y servicios, así como el debido contralor de 
calidad, cantidad y precio contratado; inexistencia de sistemas de contabilidad de costos que, obviamente, esconden ineficiencias 
operativas; bajo nivel de conocimiento sobre el comportamiento del mercado e incluso del grado de satisfacción y preferencia de 
los propios afiliados; ausencia, en la mayoría de las lAMC, de auditorías externas e internas, así como de sistemas de publicación 
de los estados contables, lo que habilita la existencia de gastos discrecionales e imposibilita el debido control del socio o asociado; 
carencias importantes en los sistemas informáticos que facilitan la gestión integral de dichas instituciones para obtener información 
en tiempo real y efectuar las rectificaciones gerenciales que sean necesarias, en el momento oportuno. 


Estos elementos, que tal vez suenan sumamente duros, fueron dados a conocer a todas las instituciones; no fueron datos que se 
manejaron a espaldas de ellas. Inmediatamente luego de finalizar lo que dio en llamarse auditoría, las instituciones fueron los 
receptores primarios. Nos llamó la atención, frente a la dureza de los hallazgos que, en general, el nivel de aceptación de las 
situaciones fue casi general y, en algunos casos, se manifestó que era sumamente útil contar con estos informes, dado que era un 
buen punto de partida para iniciar procesos, más que de análisis de reorientación de los sistemas de administración y gestión. Es 
más; cuando las instituciones tomaron conocimiento de estos datos, en algunos casos se realizaron ajustes internos. 


¿Cuál es la importancia de esto? Radica en lo que señalaba el señor Ministro porque, evidentemente, en la medida en que se 
conoce un problema con un grado de exactitud relativo, se pueden asumir, de manera más orgánica y estructurada, alternativas de 
solución. Dentro de las estrategias definidas por el Ministerio de Salud Pública, figura la posibilidad de iniciar una operación de 
reconversión con un posible financiamiento externo. Evidentemente, conociendo el punto de partida es posible evaluar la 
consistencia de los planes de reconversión que en su oportunidad se han presentado. Un plan de reconversión no es otra cosa que 
un modelo estratégico proyectado de una situación de origen a una deseable. El problema es que para poder transitar desde ese 
punto de partida hacia la situación deseable, deben existir condiciones objetivas y de decisión política suficientes como para que 
ese camino pueda ser afrontado exitosamente. En algunos casos, lamentablemente, da la sensación de que el punto de situación 
actual respecto de lo que sería una deseable es tan distante que hace temer acerca de la posible sobrevivencia de algunas de las 
instituciones. 


No quiero abundar en este tema, pero espero haber dado a los señores Senadores elementos generales acerca del estado de la 
situación. Quedaron en el tintero todos los aspectos médico-asistenciales. Insisto en que si lo consideran oportuno, en el momento 
en que se nos indique, con muchísimo gusto podremos abundar —con este nivel de generalidad o con más detalle- en los 
principales resultados obtenidos. 


SEÑOR SERRA.- Deseo complementar los datos brindados por el señor Vidart respecto de las auditorías realizadas en el mes de 
junio y, por eso, quisiera actualizar la información al mes de febrero. 


Como es sabido, a través del Sistema Nacional de Información, el Ministerio recopila una serie de datos económicos y asistenciales 
respecto de la población cubierta por el sistema. 


Para referirme a algunos de los indicadores que señalaba el licenciado Vidart, diría que al 2 de febrero el endeudamiento del sector 
pasó de U$S 329:000.000 a U$S 339.000.000. Se mantiene una alta participación del pasivo de corto plazo sobre este pasivo total, 
que representaba un 87% en el mes de febrero. 


El rubro de los proveedores y deudas diversas, donde en general se contabilizan las deudas laborales, sigue teniendo una 
participación muy importante sobre el total del pasivo, que es de un 73%. 


Por último, otro indicador es la deuda por afiliado, que en junio del año pasado se ubicaba en U$S 340 y en febrero de este año en 
U$S 353. 


Esto está mostrando que el sector mantiene una mala situación aunque, en términos generales, ya se encuentra estabilizada y no 
ha seguido un proceso de deterioro. 


Otro dato importante es la evaluación del número de afiliados a diciembre de 2000; si comparamos esta cifra con la de diciembre 
de 1999, vemos que las mutualistas de Montevideo perdieron 39.000 afiliados, lo que representa casi un 4% de la afiliación. Por su 
parte, en el interior se perdieron aproximadamente 11.000 afiliados. 


SEÑOR CID.- Quisiera saber en qué período sucedió eso. 
SEÑOR SERRA.- Estamos hablando del período comprendido entre el 30 de diciembre de 1999 y el 30 de diciembre de 2000. 


Esto es importante porque en el informe consolidado de auditorías también se hicieron algunas hipótesis acerca de cuál sería el 
punto de equilibrio del sistema. 


Pensando en los ingresos, el sector precisaba un incremento de todos los precios del orden del 11% para poder obtener un punto 
de equilibrio. Desde el punto de vista del número de afiliados, a junio del año pasado, se precisaba un aporte adicional de 110.000 
ó 120.000 socios, aún cuando estamos observando que hay una tendencia a perder afiliados en lugar de captarlos. Esto plantea, 
entonces, el problema de saber cuál es la estrategia de estabilización del sector. 


En cuanto a las acciones realizadas, en principio, me voy a referir a los aspectos organizativos que se detectaron en el diagnóstico. 
En este sentido, quiero hacer mención al documento de la multisectorial que, como decía el señor Ministro, fue firmado por todas 
las instituciones médicas y la Federación Uruguaya de la Salud. Allí se plantea una serie de medidas necesarias para mejorar la 
eficiencia de la gestión de las lAMC. Asimismo, surgía la necesidad de definir claramente los roles, cometidos y responsabilidades 
de los distintos órganos de gobierno y de gestión, asambleas, consejos directivos y gerencias, separando las responsabilidades de 
dirección y las funciones ejecutivas; establecer la incompatibilidad entre quienes deciden los destinos de la institución y quienes 
contratan con la misma; adoptar como instrumento de gestión la planificación estratégica con definición de metas anuales y la 
presupuestación de la operativa institucional; mejorar los sistemas de control, estableciendo auditorías externas e internas; definir 
procedimientos regulares y sistemáticos para la adquisición de bienes y servicios. 


De alguna forma, reafirmando lo que señalaba el licenciado Vidart en su exposición, podemos decir que los propios actores del 
sistema son conscientes de las dificultades que hay en el área de gerenciamiento y de gestión. 


Por su lado, el Poder Ejecutivo ha promovido algunas normas tendientes a estimular un mejor gerenciamiento de estas entidades. 
En el artículo 364 de la Ley de Presupuesto se incluyó la responsabilidad civil de los directivos de las instituciones de asistencia 
médica colectiva. El 9 de abril de este año, se dictó el Decreto reglamentario del estatuto tipo de las instituciones. Allí se establece 
la necesidad de que las instituciones definan claramente los roles, funciones y cometidos de los distintos órganos de gobierno; la 
necesidad de que adopten la planificación estratégica como un instrumento de gestión, así como la presupuestación; también se 
estipuló que las instituciones incluyeran, necesariamente, un sector de auditoría interna. 


El 20 de marzo de este año, el Ministerio de Salud Pública también dictó un Decreto haciendo obligatoria para determinada fecha la 
presentación de estados de resultados contables de las IAMC, auditados por empresas externas debidamente acreditadas. 


En cuanto al otro riesgo que se había detectado en las auditorías, en concreto, el inminente cierre de un grupo de instituciones, 
podemos decir que el Ministerio hizo un seguimiento permanente de las situaciones más críticas, intentando promover soluciones 
particulares para cada uno de los casos. 


Por su parte, en la Comisión Multisectorial que se constituyó el 31 de enero, se llegó a un acuerdo el día 4 de abril. Allí, las 
entidades mutuales y la Federación Uruguaya de la Salud acordaron un mecanismo por el cual planteaban la necesidad de que las 
instituciones en este estado crítico iniciaran un proceso de absorción o fusión. En el caso de que éste no fuera posible, se acordó 
un mecanismo de redistribución de afiliados y trabajadores, que se llevaría a cabo en base a criterios que fueron convenidos en esa 
oportunidad. 


Las instituciones han estado trabajando en estas propuestas y, como decía el señor Ministro, el 17 de mayo recepcionamos las 
distintas propuestas que hoy están siendo analizadas. 


También, se ha trabajado en otras áreas. Me refiero a algunas medidas que estaban anunciadas en el documento de julio, a través 
del cual el Ministerio de Salud Pública explicitó cuál sería su política hacia el sector. Ya hemos mencionado algunas de ellas, tales 
como las relativas a las auditorías y a la organización de las lAMC. También se aprobó, en la Ley de Presupuesto, una sanción para 
aquellas instituciones que realizaran intermediación lucrativa, aspecto que estaba prohibido en la Ley N* 15.181 pero que no tenía 
previsto una pena. A partir de ahora, sí la tiene. 


A su vez, se autorizó una sobrecuota especial de $ 8 durante un semestre, con lo cual fue posible financiar la actividad de las 
empresas consultores a la que hoy hacía referencia el señor Ministro, que han estado asistiendo a las instituciones en la 
elaboración de los proyectos de reconversión. 


Por último, en el Decreto de fijación de precios del mes de febrero, se procedió a una rebaja del precio de las órdenes de medicina 
general, pediatría y control de la embarazada, poniendo un valor máximo de $ 30. El elevado costo de las órdenes y los tickets ha 
sido señalado por todos los actores como un problema de accesibilidad que tiene el sector que, incluso, está generando un uso 
ineficiente de los recursos en la medida de que muchos beneficiarios de la seguridad social terminan utilizando las instalaciones de 
ASSE para satisfacer sus necesidades asistenciales. En el contexto actual, no es posible tomar medidas correctivas más rápidas 
pero, de alguna forma, esto es un primer paso que, además, se intentó dar emitiendo una señal acerca de cuál es el modelo de 
atención que se pretende promover a nivel de las lAMC, en el entendido de que el primer nivel de atención debería ser la vía que el 
sistema estimule para el ingreso en la consulta de los pacientes. 


Creo que con esto terminamos de dar un pantallazo general de la situación, y quedamos a las órdenes para contestar cualquier 
duda o consulta que tengan los señores Senadores. 


SEÑOR CID.- De las expresiones de los señores Serra y Vidart —que son coincidentes- surge una realidad que agrega 
preocupación a la que ya teníamos. Por un lado, existe una pérdida de masa de afiliados de un 2% -o sea, 50.000 afiliados menos 
en todo el país- cuando en realidad debería haber un 11% más de afiliados para lograr una situación de equilibrio, lo cual no quiere 
decir revertir el déficit. Por otra parte, hay un crecimiento de la deuda por afiliados bastante significativo y, al mismo tiempo, se 
verifica un descenso de la masa salarial destinada al pago de salarios y cargas sociales. Esto quiere decir que, de alguna manera, 
hubo un ajuste dentro de la administración de las instituciones de un 4% y, sin embargo, se incrementó la situación deficitaria. 
Concretamente, mi observación radica en que el préstamo del BID de que hablaba el señor Ministro, en mi opinión, deberá ser muy 


significativo como para poder alentar la posibilidad de reversión de esta situación. Realmente no vislumbro cómo este tren que va 
en sentido contrario, entre masa salarial y pérdida de afiliados, puede empezar a revertir esta situación de absoluta crisis. 


SEÑOR VIDART.- En rigor, los datos relativos a modificaciones en la estructura de la masa salarial a la que el señor Senador Cid 
se refiere y las medidas que se han comenzado a adoptar, solamente hemos tenido noticias de algunas instituciones, de aquellas 
que están inmersas en una situación de crisis severa. 


En lo que tiene que ver con los planes de reconversión que están elaborando aquellas instituciones que en términos teóricos 
poseen una mayor viabilidad potencial, nosotros aún no tenemos conocimiento de esos planes. Recién hacia fines de mayo o 
mediados de junio estaríamos en condiciones de comenzar a conocerlos. 


Con respecto al préstamo del BID, en principio se trata de una operación que se dimensionó en aproximadamente U$S 75:000.000, 
de los cuales sólo U$S 71:500.000 —o sea, la gran mayoría- serían destinados al financiamiento de los planes de reconversión de 
aquellas instituciones que presenten propuestas razonablemente viables y atendibles. Esto no es un subsidio, sino que lo que se va 
a financiar es un proyecto empresarial que garantice el futuro sostén de la institución. 


Ahora, se me podrá cuestionar que si tenemos un pasivo de 330 a junio, de 350 a febrero, ¿cómo vamos a hacer con U$S 
71:500.0007? Esto se complica más si tenemos en cuenta un detalle que no es menor: si afectáramos el 100% de los recursos a 
reperfilar o refinanciar pasivos, nada nos garantiza que a corto plazo no nos vamos a encontrar con una situación aún peor que la 
de origen. Porque si no se promueven cambios estructurales en el modelo de gestión, que es el aspecto fundamental, realmente es 
como pretender cambiar el pH de un barril de ácido clorhídrico con una cucharita de bicarbonato. Evidentemente, no se puede. 


A nuestro criterio, aquí hay varios aspectos. Estamos proyectando medidas complementarias, pero tampoco se puede pensar que 
esas medidas se pueden resolver con un endeudamiento externo. Eso sería inaceptable. Inclusive, el gran esfuerzo de un proceso 
de racionalización y ajuste debe ser encarado por las propias instituciones. Debe ser un ajuste endógeno, hacia adentro; tiene que 
haber un esfuerzo de profesionalización, un esfuerzo por mejorar los sistemas de administración, gestión, gobierno, control, 
compras, políticas de personal, etcétera. Incluso habría que modificar la cultura que se ha ido gestando, que hoy prevalece en el 
sector y que, tal vez, sea lo más difícil de cambiar. Uno podría pensar que con algunas acciones a corto plazo restauramos 
condiciones de equilibrio, pero eso no es así. Es más, hay algunas instituciones que desde el arranque presentan condiciones de 
difícil "salvabilidad", por llamarlo de alguna forma. Si se compara el tamaño de la cartera, que es el principal activo de la institución, 
con el volumen de endeudamiento en el que hoy se encuentran, algunas instituciones estarían en peores condiciones que las de la 
deuda externa argentina. Muchas de ellas tienen una deuda de casi U$S 5.000 per cápita. ¿Cómo podemos revertir esa situación? 
Es muyy difícil. A propósito de eso, el licenciado Serra manifestaba que es razonable trabajar en la presunción de ensayar medidas o 
prever escenarios en los cuales se pudieran plantear opciones de fusión o de absorción. Sin embargo, aquí existe un problema. 
Todos quieren absorber carteras, porque ello es absolutamente necesario para restaurar las condiciones de equilibrio, pero nadie 
quiere absorber pasivos ni contingencias laborales. Creo que este es el principal obstáculo que hoy día se debe encarar. Es 
absolutamente imposible de eludir la necesidad que existe de encarar un proceso de reforma estructural profunda del sector y, 
reitero, no es una reforma exógena, sino endógena. ¿Saben por qué no es una reforma exógena? Porque sería absolutamente 
inadmisible trasladar nuevamente las ineficiencias que genera este sector al costo de la cuota de los afiliados. Actualmente, con 
dicha cuota está sucediendo lo que se ha dicho, más allá de que existe una crisis socioeconómica importante en el país. Me refiero 
a que las condiciones adversas pueden repercutir sobre las opciones individuales en cuanto a si se accede a la cobertura médica a 
través del sistema mutual o directamente las personas se desafilian y eligen otro sistema. Si el punto de equilibrio teórico radicaba 
en un crecimiento de la cartera, tengamos por seguro que no es por esa vía que se va a lograr la restauración de la situación. Por 
el lado del préstamo del BID, éste es un factor de inducción, al cual van a poder acceder como premio consuelo aquellas 
instituciones que presenten propuestas de viabilización creíbles y razonables. Pero si destinamos los U$S 71:500.000 a refinanciar 
el pasivo, estaríamos tirando el dinero a la basura. Hay que destinar una porción de ese préstamo al fortalecimiento institucional, al 
mejoramiento de los sistemas de auditorías y de control, a la profesionalización de las gerencias, a la capacitación de personal, al 
desarrollo de manuales de emisiones y funciones, al establecimiento de sistemas de programación estratégica, en fin, a todos los 
aspectos que en teoría debe abarcar una empresa y muchas de estas entidades no lo están haciendo. Deben trabajar en la lógica 
del día a día, y no pretender aparecer como más sólidas y eficientes ante los ojos de la opinión pública, porque cuando uno les 
pone el bisturí, enseguida se encuentra con que tienen pérdidas operativas superiores al 8%. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Se puede saber si la pérdida de masa salarial es de tipo individual o ese porcentaje corresponde a 
afiliaciones por DISSE? 


SEÑOR SERRA.- No contamos con datos por modalidad de afiliación. Sí tenemos información categorizada por grupo etario. Esto 
es importante porque, entre otras cosas, tiene que ver con el precio de la cuota. 


Como dijimos, entre diciembre de 1999 y diciembre de 2000 se perdieron casi 40.000 afiliados en Montevideo. Sin embargo, el 
número de personas mayores de 65 años afiliadas a las |AMC aumentó en términos absolutos, de 179.000 personas a 185.000. 
Esta tendencia se viene registrando desde hace diez años. Por ejemplo, en el año 1991 había en Montevideo 140.000 personas 
afiliadas mayores de 65 años. Entonces, en un sistema en el que el financiamiento está pensado a partir de un precio regulado por 
el Estado y que, más allá de algunas variaciones en términos generales, podemos afirmar que no se trata de primas fijadas según 
el riesgo de salud de los individuos o de grupos poblacionales, pensamos que seguir incrementando la cuota que refleja el costo 
promedio de la atención, genera un mecanismo de selección adversa de la población cubierta por el sistema. Por lo tanto, 
continúan afiliándose aquellas personas con alto riesgo que prevén que en el corto plazo harán un empleo importante de los 
servicios y se desafilian aquellas otras con menor riesgo, lo cual significa también un problema estructural serio. Con las actuales 
regulaciones, si continúan aumentando los precios, no haremos otra cosa que acelerar el proceso de deterioro de las instituciones. 


SEÑOR CID.- Voy a formular una pregunta dirigida, fundamentalmente, al señor Ministro en virtud de que puede tener algún 
contenido político. 


Antes, quiero efectuar una breve reseña. En los medios de difusión se señaló que cuando renunció el anterior titular del Ministerio 
de Salud Pública, efectuó algunas declaraciones de carácter trascendente, y no sabemos si se refería a elementos novedosos, si 
se refería a una denuncia de algo que hubiera surgido como resultado de las auditorías de los diagnósticos de situación realizados 
en el sistema mutual. En ese sentido, declaré a la prensa que pensaba proponer convocar al contador Fernández Ameglio a fin de 


contar con un diagnóstico más preciso de la situación. Digo esto porque a mi modo de ver no resultaba nada novedoso lo que se 
estaba diciendo, ya que se lo había comprobado e, incluso, existían denuncias penales en distintos ámbitos, irregularidades y 
procesamientos de algunos dirigentes. Sin embargo, era posible que hubiera surgido algo novedoso como resultado de las 
auditorías. Estos conceptos los conversé con algún integrante de esta Comisión, quien no se mostró muy de acuerdo. Por este 
motivo, cuando el señor Ministro anunció su presencia en este ámbito, consideré que sería oportuno hacer la pregunta aquí, a 
efectos de quedarme con la tranquilidad de haber cumplido una de mis funciones, es decir, investigar lo que está sucediendo. En 
este mismo sentido, el enunciado efectuado por el licenciado Vidart en cuanto a la dureza del informe en el que se detectaron una 
serie de irregularidades, podría estar avalando las denuncias hechas públicas por el contador Fernández Ameglio. 


Mi pregunta, pues, al señor Ministro es si puede profundizar o avanzar un poco más en este tema que genera inquietud. 


La otra interrogante está vinculada al punto de vista del Ministerio de Salud Pública en el sentido de que con una planificación 
estratégica, con un mayor rigor de planificación, con objetivos a largo plazo, con la implementación de las auditorías y con un 
profesionalismo que hoy no existe, quisiera saber qué impacto evalúan que puede tener la implementación de esa serie de medidas 
con relación a esta situación, que me dejan más preocupado de lo que estaba. Sería importante conocer la estimación de la 
incidencia de esas medidas en este problema. 


SEÑOR RIESGO.- Deseo formular una apreciación a propósito de la segunda inquietud del señor Senador Cid, porque no 
corresponde. Quizá entendí mal su pregunta, pero me pareció que se trataba de solicitar al actual Ministro una opinión con respecto 
a lo que dijo el contador Fernández Amedlio luego de su renuncia. 


SEÑOR CID.- No es así, señor Senador. 
SEÑOR RIESGO..- Está bien. Porque si fuera así, pensaba plantear que la pregunta no era del caso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo haber interpretado que el señor Senador Cid preguntaba si había otros elementos de los que 
pudiera dar cuenta el señor Ministro actual. 


SEÑOR RIESGO.- Al hablar de nuevos elementos, se da a entender que el señor Ministro reconoce lo que afirmó el Ministro 
saliente. Pido disculpas a la señora Presidenta, pero como es ella quien me contesta y no quien formuló la pregunta, solicito que se 
aclare. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no he sido fiel en la interpretación, el señor Senador Cid formulará nuevamente la pregunta. 


SEÑOR CID.- Mi inquietud es muy sencilla. Por supuesto, no puedo convocar al ex Ministro a la Comisión de Salud Pública porque 
no correspondería, y así me lo hicieron saber algunos integrantes del Cuerpo. Frente a la gravedad de las denuncias —así fueron 
valoradas en todos los ámbitos- quiero saber si estas auditorías justificaron las denuncias públicas realizadas por el contador 
Fernández Ameglio. 


SEÑOR RIESGO.- Creo que este tipo de pregunta al actual Ministro no corresponde. En cuanto al planteamiento de citar al ex 
Ministro a la Comisión, digo al señor Senador Cid que no me lo formuló, sino que lo habrá hecho a otro señor Senador. El señor 
Senador Cid está en libertad de acción de invitar al ex Ministro a este ámbito, éste puede venir o no. Sin embargo, después que el 
contador Fernández Ameglio habló, nadie acudió a la Justicia por sentirse ofendido ni presentó una acusación al ex Ministro, cuyas 
declaraciones fueron efectuadas cuando ya no lo era. Por lo tanto, no corresponde formular esas preguntas al señor Ministro 
actual. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En el mismo sentido que opina el señor Senador Riesgo, entiendo que no es pertinente la pregunta 
que ha hecho el señor Senador Cid. Por lo tanto, el señor Ministro de Salud Pública queda relevado de responder sobre 
apreciaciones, comentarios o actuaciones públicas del ex Ministro. Si algún señor Legislador tiene dudas con respecto a las 
declaraciones del contador Fernández Ameglio, debe recurrir a los medios pertinentes, mediante la Justicia u otros, para averiguar 
qué dijo o qué quiso manifestar. Reitero que el actual Ministro sólo tiene que responder sobre su gestión y sus políticas al frente del 
Ministerio. 


SEÑOR CID.- Me sorprende que un hombre de Derecho me proponga que cite al contador Fernández Ameglio a la Justicia para 
que aclare lo que denunció en un medio de difusión. Eso es absolutamente improcedente. 


En vista de lo anterior, voy a reformular mi pregunta al señor Ministro. Quiero saber si estas auditorías detectaron irregularidades o 
áreas de delito que pudieran haber sido comprobadas a través de su procesamiento, dado el carácter de dureza que reviste el 
informe elaborado por el licenciado Vidart, que fue enfatizado en la Comisión y aceptado con normalidad por las autoridades de las 
instituciones. 


SEÑOR MINISTRO.- Antes que nada, aclaro que de todos modos no pensaba hacer ningún comentario sobre las apreciaciones de 
carácter personal realizadas por el contador Fernández Ameglio. 


SEÑOR CID.- No fue eso lo que le pedí. 


SEÑOR MINISTRO.- No obstante, ello no quita que haga algún comentario con respecto a hechos generales. Una de las cosas a 
las que nos hemos comprometido es a ser transparentes en lo que pensamos. 


SEÑOR CID.- No tengo ninguna duda. 


SEÑOR MINISTRO.- Pienso que al anterior Ministro le sorprendió un poco que existieran dentro del ámbito de la Salud hechos 
irregulares, sobre todo, por la magnitud de la Institución en la que estamos y las instituciones con las que nos relacionamos. Digo 
esto, porque en la actividad privada estamos acostumbrados a mantener un contacto permanente con empresas de alta dimensión 
que emplean a 300 ó 500 obreros. 


Pero cuando se trata de una empresa que es una gran corporación, como el Ministerio de Salud Pública, estamos hablando de más 
de 18.000 funcionarios. Entonces, si uno relaciona esto con la visión que se tiene del ámbito privado, llama poderosamente la 
atención. Si se dimensionara con respecto a los hechos irregulares que pueden ocurrir en cualquier empresa de la vida nacional, tal 
vez no le daría tanta trascendencia. Por eso pienso que no hubo, en especial, un agregado a lo que ya se sabía, como dijo el señor 
Senador Cid. De todos modos, insisto en que para una persona que viene del ámbito privado, esto es algo que puede llamar la 
atención. 


Con respecto a la segunda pregunta que planteaba el señor Senador Cid, quiero hacer algunas consideraciones. En primer lugar, 
que el objetivo hoy era tratar de poner en conocimiento de esta Comisión la situación real que está atravesando la salud privada, 
porque entendemos que el panorama que presentan algunas instituciones es muy grave. 


Quiero decir, además, que los licenciados Vidart y Serra trabajaron en una forma muy profesional y llegaron a hacer las 
aseveraciones que fueron mencionadas en función de documentos que lo avalan; tienen documentación fehaciente que prueba 
eso. Fue a través de su trabajo que pudimos percibir dificultades que tendremos que enfrentar en el futuro, para buscar una 
solución a los distintos problemas. No nos cabe la menor duda de que el primer problema que tiene el sistema es estructural, propio 
de las instituciones, y no externo. 


Asimismo, hemos visualizado problemas de carácter legal, inclusive, en las propuestas que se nos hicieron, en las figuras y en el 
relacionamiento jurídico que plantean. En otros casos, los planteamientos carecen de documentación y de respaldo suficiente. 


SEÑOR CID.- ¿Usted está hablando de las seis instituciones, señor Ministro? 
SEÑOR MINISTRO..- Sí, y un poco sobre la documentación que hemos recogido, digamos, en los primeros diagnósticos. 


Hay cosas bastante comunes a muchas instituciones. Por ejemplo, en el manejo de la información que presentaba el licenciado 
Vidart surge que hubo dificultades, a veces, en conseguir documentación fehaciente. Me refiero a que no hay auditorías externas ni 
internas; o sea que la documentación que se maneja no es la adecuada. Muchas veces hacemos fe en lo que se nos dice, pero en 
este caso no está debidamente certificada o acreditada por una empresa de auditores que diga que es real. 


En las primeras presentaciones de la documentación que solicitamos vimos que carecían de respaldo en los supuestos utilizados 
por esas instituciones. También hemos advertido dificultades, concretamente, en las instituciones que presentaron proyectos de 
fusión, cosa que también se puede hacer extensivo a otras en lo que refiere a los pasivos, en particular, en lo que tiene que ver con 
los convenios con el Banco de Previsión Social. Dentro de estas seis empresas se han presentado convenios que ellas piensan 
alcanzar con ese organismo, que no sólo no están documentados, sino que es prácticamente imposible que sean alcanzados por 
medio de las gestiones que se hagan. ¿Por qué? Porque presuponen que el Banco de Previsión Social podría acceder a 
determinadas cosas que, en realidad, no puede. Nos hemos puesto en contacto con las autoridades de éste, porque nos preocupa 
que algunas de las propuestas hayan sido, digamos, dibujadas y no tengan bases reales. 


Inclusive, ha ocurrido que quienes han presentado la documentación no tienen representación legal de las instituciones; este es un 
hecho que se da con bastante frecuencia. Ahora estamos solicitando que la documentación sea firmada por los verdaderos 
representantes de esas empresas. 


En síntesis, hay una serie de hechos que nos tienen sumamente preocupados. Por ejemplo, hay instituciones que no sólo tienen 
problemas de carácter financiero, sino que, además, a estos se suman, como señaló el licenciado Vidart, graves dificultades 
organizacionales y gerenciales, que han originado distorsiones en materia de gestión. Pensamos que esta es la principal causa por 
la cual han llegado a la grave situación económica en que se encuentran. 


Esto es algo que queríamos poner en conocimiento de los señores Senadores, porque todas las soluciones que implementemos de 
aquí en más —desde ya les decimos que vamos a hacer un esfuerzo enorme por salvar a todas las instituciones que sea posible- 
necesita, por supuesto, de un aporte muy importante y es que esas empresas se quieran salvar e instrumentar mecanismos de 
transparencia y de viabilidad en su funcionamiento. El resultado final de los proyectos que presenten va a ser aprobado o avalado 
siempre y cuando en ellos se reflejen cambios reales en materia organizacional para lograr instituciones saneadas. 


Como habrán podido observar por lo que hemos manifestado, algunas instituciones no van a adoptar las medidas que 
corresponden, algunas, quizás, por la falta de capacidad para poder hacerlo, pero otras porque no quieren hacerlo. 


Creemos que el plan de fortalecimiento que hemos ideado debería dar resultados estables, pero también va a dejar a algunas 
instituciones libradas a la suerte que ellas mismas elijan. Con respecto a aquellas que tienen desprolijidades gerenciales y 
administrativas severas y que no quieran corregirse, vamos a tomar las medidas que tengamos a nuestro alcance, dentro de lo que 
son las facultades del Ministerio. 


No cabe la menor duda que por su organización dentro de la órbita privada y por su propia estructuración que nosotros debemos 
respetar, muchas de ellas van a quedar libradas a decisiones de sus autoridades. 


Esta es la tónica y la preocupación que tenemos. Creemos que el sistema mutual y de las instituciones de asistencia médica 
colectiva tiene virtudes importantes desde el punto de vista sanitario. A la vez, pensamos que los indicadores de salud con los que 
cuenta el país no se deben a casualidad, sino que nos ubican en el panorama general de América del Sur en una situación de 
privilegio como la que estamos. Ello obedece a que el sistema permitió logros importantes, como es la accesibilidad a los servicios, 
a una canasta de servicios bastante extensa a la que llegan los afiliados. Sin perjuicio de esto consideramos que el sistema 
adolece de problemas o de defectos que pueden terminar haciéndolo caer. Se trata de problemas estructurales que hemos 
detectado y que queremos corregir porque si no el sistema no va a ser sostenible en el tiempo. Repito que esta es nuestra mayor 
preocupación. 


Por todo esto pretendemos, por un lado, apoyar al sistema, y, por otro, corregir los problemas estructurales que le han hecho llegar 
a una situación cuya mayor falla tal vez sea en el área de gerenciamiento o de gestión. 


Además, tenemos una limitante que ha quedado claramente de manifiesto, incluso en la pérdida de afiliados a lo largo del tiempo. 
Nos referimos a la cuota mutual, que constituye el principal patrimonio de ingreso de las instituciones, que no puede ser 
incrementada nuevamente porque la población no lo resiste, salvo aquellas subas mínimas que permitan una salida en una 
dificultad muy grave. En definitiva, habría muy poca elasticidad para manejarse con el tema de la cuota. 


En consecuencia, tenemos que manejarnos con recursos que han llegado a un límite, pero creemos que si reestructuramos —y esta 
sería la contestación a la pregunta del señor Senador Cid- y corregimos todas estas dificultades y defectos de gestión que ha 
tenido el sistema, esa cuota permitiría no sólo dar un buen servicio de salud, sino también sanear las instituciones. 


El hecho de que se haya tenido la iniciativa de incorporar en el Presupuesto un artículo con respecto a la prohibición de la 
transferencia de los afiliados, indica que por esa vía —y sabemos que así es en el sistema- se quitan recursos a las instituciones y 
corresponden a cifras muy grandes. Anteriormente, la ley, si bien declaraba explícitamente la ilegalidad del hecho, no lo penalizaba. 
Eso indica que si evitamos este tipo de problemas el sistema va a empezar a tener mejores ingresos. 


También tenemos claramente determinado que ha habido otro tipo de hechos que ha generado desequilibrios de carácter 
financiero. No estoy hablando de irregularidades; tal vez haya un desequilibrio en la manera como se maneja la institución y la 
masa salarial alta que perciben, fundamentalmente, médicos. Yo no digo que esto sea justo o injusto, sino que los salarios deben 
ser manejados dentro del contexto de una realidad de la institución. Por ejemplo, no puede haber una institución que tenga un 
déficit importante y que esté pagando salarios absolutamente fuera del contexto nacional. Todas estas son situaciones de manejo 
de gestión de las instituciones. 


Entonces, hay muchos factores que han determinado, por falla de gestión, que se haya llegado a los resultados actuales. 


Estas son las cosas que pretendemos deben ser corregidas y creemos que si ello sucede la realidad va a ser muy diferente. 
Sabemos que las soluciones no van a ser mágicas, así como también que un desequilibrio que se originó posiblemente a lo largo 
de los últimos diez años no vamos a pretender arreglarlo en uno o dos. Nos consta que este tema se va a solucionar 
progresivamente y lo importante para nosotros es buscar soluciones que permitan que esto no sea, como ya se dijo, un paliativo o 
un parche, sino una salida de fondo que posibilite, en un mediano plazo, decir que estamos en un sistema que no sólo ha logrado 
soluciones que en el medio médico llamamos los pilares de la medicina, como es la sensibilidad, la solidaridad y el carácter de 
integridad del servicio que se brinda. Además, ese sistema debe sustentar —como sucede con instituciones empresariales- 
instituciones sanitarias fuertes y sólidas. 


Esta sería la visión que tenemos del contexto del sistema de salud. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que habrá una próxima segunda sesión, en la medida que hay plazos que van a definir hechos 
importantes como los que se manifestaban sobre la evaluación que se haga de esta última instancia de las mutualistas con mayor 
riesgo. Pero, aparte hay factores cuyo equilibrio está roto desde hace años y que no son auspiciosos en un corto plazo. Nuestra 
propia situación demográfica no hace más que contribuir a agravar el proceso que se está dando. También hay situaciones 
económicas que inciden, como ser que hay un período de mayor desocupación. Entonces todo aquello de los mecanismos que 
compensan lo solidario que en su origen tenía el sistema mutual como inspiración, se ven rotos. 


Hay otra situación que rompe los ojos y es que evidentemente ninguno de estos hechos que han llevado a una crisis tan importante 
desde el punto de vista gerencial, surgen de un día para el otro. Me parece importante el hecho de que el Ministerio se plantee las 
exigencias en lo que a su rol rector de salud en el país le competen específicamente. 


Tengo una pregunta que hacer relativa al resto del préstamo, es decir a los U$S 3:500.000, aproximadamente, que quedarían y que 
supongo irían a la parte pública. Quisiera saber si esto es así y específicamente que destino tendrían. 


SEÑOR CID.- Quisiera poner una idea sobre la mesa en este momento de crisis, donde los fenómenos que condujeron a esta 
situación no sólo siguen planteados sino que actualmente se acentuaron por problemas puntuales, como ser el desempleo 
creciente que probablemente -aunque no lo pueda cuantificar y hay que recordar que este es un corte a diciembre de 2000- va a 
acentuar la desafiliación. Por lo tanto, en el corto plazo no hay indicios de que esta situación se pueda revertir. Aclaro que comparto 
-y lo hemos dicho desde el primer día- la apuesta estratégica que ha realizado el Ministerio de Salud Pública. Realizo todo este 
preámbulo para preguntar concretamente lo siguiente. Teniendo en cuenta esta situación tan particular y puntual, sin indicios de 
reversión en el corto plazo, me gustaría saber si el Ministerio no pensó, quizás, que una medida que se puede adoptar es que lo 
que se recauda para construcción y equipamiento —que es alrededor de U$S 3 por afiliado- puede significar, si se destina al 
funcionamiento institucional, un 10% de lo que debe por afiliado cada institución. En un momento puntual y acotado en el tiempo — 
porque esto también refiere al equipamiento, a la modernización, a la propuesta de cambio y al avance tecnológico- este podría ser 
un paliativo a esta situación. Se me ocurre esta idea porque es algo que está a la mano, no significa un mayor costo para el afiliado 
y podría disminuir la tensión de la crisis. 


SEÑOR SERRA.- En primer lugar, me voy a referir a la última pregunta planteada porque la otra estaba referida a cuál iba a ser el 
destino del resto de los fondos del proyecto. 


Supongo que el señor Senador Cid alude a la sobrecuota de inversión. En los hechos, desde el año 1999 —no recuerdo bien el 
mes, pero fue en el segundo semestre- las instituciones están autorizadas a usar esta sobrecuota para el gasto operativo. Esta es 
una medida que se tomó en su momento y que actualmente está vigente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quedó pendiente la pregunta de las restantes inversiones. 


SEÑOR VIDART.- Se había manifestado que el préstamo total está dimensionado en U$S 75:000.000 de los cuales U$S 
71:500.000 es el monto disponible para que, frente a las propuestas de reconversión que presenten las instituciones, se puedan 
llevar adelante operaciones de préstamo. Sobre este punto en particular adelanto que en principio se trata de préstamos con una 
tasa inferior a la del mercado, aunque tampoco se trata de un préstamo muy subsidiado. Estimamos que este préstamo le costaría 
a cada institución alrededor de un 10% nominal anual. En esa tasa está contenida no solamente los U$S 71:500.000, sino también 
la recuperación de los U$S 3:500.000. En rigor, esta es una operación cuyo costo se transfiere integramente a las instituciones que 


van a percibir los recursos del préstamo. Quiere decir que estos U$S 75:000.000, en definitiva, van a ser recuperados a 13 años y 6 
meses, que es el lapso que duraría el préstamo a las AMC a pesar de que éste ingresa al país a 20 años. Sin embargo, reitero, 
nosotros a 13 años estaríamos recuperando totalmente ese monto. Para que los señores Senadores tengan conocimiento, quiero 
agregar que hoy en día muchas de las instituciones de las que hemos estado hablando consiguen recursos financieros en el 
mercado a tasas superiores al 18% y 20% en dólares, y al 40% en pesos. Dada la bajísima calificación con la que cuentan estas 
instituciones para el sector financiero, el valor del dinero es elevadísimo. 


Por otra parte, debemos recalcar que los préstamos no se van a desembolsar en un acto único, sino por tramos, entre los cuales se 
va a monitorear de modo muy fuerte el cumplimiento de las metas que van a estar asociadas a los procesos de reconversión de 
cada institución. Para desarrollar este proceso de monitereo no creemos que sea suficiente la capacidad de objetividad que pueda 
tener el equipo técnico vinculado al Ministerio sino que, a un costo muy razonable, vamos a contratar una empresa de monitoreo 
que actúe como certificadora del cumplimiento de las condiciones pactadas en cada operación de crédito. Hay que tener presente 
que la certificación va a versar sobre tres grandes ítems: el cumplimiento de metas físicas, el cumplimiento de condiciones 
económico-financieras y el cumplimiento de condiciones especiales. Las metas físicas apuntan a tareas específicas que estén 
planteadas dentro del marco de cada plan como ser, el proceso de capacitación, el proceso de definición de manuales de misiones 
y funciones, desarrollo de sistemas de auditorías, etcétera. 


Lamentablemente en algunos casos, cuando existan excedentes significativos puede ser que se den procesos de redefinición de la 
plantilla de personal y la institución adopte algunas políticas que le permita racionalizar ese tipo de desequilibrio. Esto puede ser a 
través de la disminución de las remuneraciones —que es una forma de contener la masa salarial- o por la vía de la desafectación 
del personal excendentario. En ese sentido, el préstamo podría también prever que una partida del mismo se pudiera afectar para 
el pago de las indemnizaciones. 


Con respecto al ítem de las condiciones económico-financieras, quiero decir que éste apunta a que, para que una institución sea 
viable, tiene que demostrar que en la lógica de una temporalidad razonable, se va transformando —tomando en cuenta su punto de 
arranque- en una institución equilibrada y superavitaria. El hecho de que se trate de instituciones sin fines de lucro, de ninguna 
manera puede significar que esto se contraponga con el hecho de que pueden ser superavitarias. Es más; es absolutamente 
necesario que se conviertan en superavitarias a mediano plazo, entre otras cosas, porque queremos que nos repaguen el préstamo 
ya que no queremos regalarlo. Para ello, van a tener que abonar durante 18 meses, que es el período de gracia, solamente los 
intereses del mismo y a partir del ese momento y durante los meses subsiguientes hasta completar los 13 años y 6 meses, van a 
tener que amortizar, como es lógico, los intereses y el capital. Este es el destino que van a tener los U$S 71:500.000. En lo que 
refiere a los U$S 3:500.000, una parte muy menor de ellos van a ir destinados a contratar algunas empresas que van a estar 
involucradas en todo este proceso. Una de ellas va a ser la que va a monitorear el cumplimiento de condiciones. Por otro lado, 
pretendemos que calificadoras de riesgo evalúen la viabilidad de los planes de reconversión que presenten las instituciones. 
Estamos discutiendo la modalidad de su financiamiento, pero esto va a significar un costo cero para el Tesoro. No queremos ser 
nosotros quienes tengamos la responsabilidad exclusiva de dictaminar la conveniencia de financiar o rechazar una solicitud de 
préstamo. En este sentido, consideramos que hay instituciones especializadas, autorizadas por el Banco Central, que pueden 
brindar una visión complementaria a nuestro criterio, sobre la credibilidad del proceso de ajuste y reconversión de cada institución 
en el marco de sus planes. 


Como señalaba el señor Ministro al comienzo, cuando se inició el proceso de discusión con el Banco se pensó en aprovechar esta 
oportunidad para buscar un proceso de fortalecimiento del sector público y privado. En lo que hace al sector público, hay que mirar 
dos aspectos que pretenden ser abordados fuertemente en el marco de esta operación. Uno de ellos es el que considero 
fundamental y estratégico en el éxito que se pueda conseguir; esto tiene que ver con algunas de las preguntas que se formulaban 
antes. Los señores Senadores cuestionaban acerca de las condiciones que podrían garantizar el no retornar al punto de partida. 
Para ello se necesita, entre otras cosas, una normativa más adecuada que permita un control más eficiente, es decir, una 
fiscalización adecuada de estas instituciones, no sólo de las de Montevideo, sino de todas aquellas que operan en el ámbito 
nacional. Un aspecto que nos parece crucial es la necesidad de desarrollar un marco normativo comprensivo, que en uno de sus 
aspectos tenga una normativa prudencial que permita establecer pautas asociadas a la solvencia, liquidez, rentabilidad, topes de 
endeudamiento y capital mínimo, entre otras, que sean razonablemente exigible a estas instituciones, una vez que estén saneadas, 
a fin de instaurar un sistema de alerta temprano que permita identificar -antes de que nos encontremos con el caos- monitorear y 
evaluar la "performance" de las distintas l|AMC. En tal sentido, además de la normativa es necesario fortalecer al Ministerio y dotarlo 
de una capacidad operativa para realizar este proceso de fiscalización y control. Esto demanda distintos tipos de acciones que van 
desde la reestructura formal de la institucionalidad responsable en el manejo de estas cuestiones —que es lo que coordina en este 
momento el licenciado Serra- hasta la capacitación y formación de cuadros para desarrollar de manera oportuna y eficiente la 
función fiscalizadora, con un mecanismo de recepción, procesamiento y, eventualmente, de inspección directa de las instituciones, 
sobre pautas que no sean arbitrarias sino que estén establecidas en ese marco normativo que debe amparar el proceso de control 
y fiscalización. No solamente hay que referirse a los aspectos económicos y financieros, sino también a los organizacionales y, por 
supuesto, a los médico-asistenciales, que me parecen fundamentales porque, en último término, la omisión asistencial es hoy en 
día la causal principal por la cual la autoridad de aplicación puede actuar a los efectos de sancionar, intervenir e incluso clausurar 
un establecimiento que no brinde las prestaciones adecuadas y oportunas a su masa de afiliados. 


Otro elemento que también está presente es la posibilidad de apoyar ciertas reformas que se están llevando adelante en el ámbito 
de ASSE. Para ello, me gustaría que las personas responsables de ese sector plantearan el tema, en caso de que sea de interés 
para los señores Senadores. De todos modos, está previsto utilizar esto para apoyar acciones que están en curso, a fin de obtener 
dos tipos de propósitos: uno de ellos es mejorar los sistemas de interacción entre los ámbitos centrales y las unidades de gestión, y 
el otro es buscar mecanismos de complementación operativa en las distintas jurisdicciones entre actores públicos y privados, para 
lograr mecanismos más integrados en los procesos de prestación de servicios de salud, a fin de alcanzar un uso más eficiente de 
los recursos instalados. 


Complementariamente, se ha previsto un conjunto de acciones orientadas a conocer mucho mejor la realidad del sector de la salud 
en el país, a través de la realización de estudios sobre aspectos fundamentales: qué es lo que vale, cuáles son los costos 
asociados a la producción de salud en el país y cuál es el valor que tiene la canasta de servicios que se les ordena a las lAMC que 
den a sus afiliados. Hay algo que es fundamental: si uno tiene presente que la masa de ingresos es un recurso dado y finito, hay 
que saber cuáles son los niveles de exigencia, más allá de que se pretenda que todo nuevo tipo de práctica debiera ser 


garantizada. Pero hay una restricción y es necesario saber, como elemento de base, cuáles son los costos de producción porque, 
incluso, este es un factor fundamental en la lógica de racionalización de lo que es esta actividad. En general, hoy en día no se 
tienen datos ciertos de cuáles son los costos de producción de los servicios. 


Otro elemento que se quiere inventariar es la distribución de recursos físicos y humanos, es decir, el mapa de la salud del país, a 
los efectos de generar insumos para una racionalización, tanto en lo que son las acciones públicas como privadas, entendiendo el 
tema de la salud como una lógica sistémica. También se pretende realizar estudios de apoyo de naturaleza estratégica, como 
puede ser pensar escenarios alternativos de financiamiento del sector salud, sin que ello tenga repercusiones inmediatas, pero que 
permitan, en una lógica de pensamiento estratégico, abordar lo que podría llegar a ser el "deber ser" de la salud, en donde el tipo 
de problema que se está señalando debe ser tomado en cuenta. En ese sentido, podemos citar el tema demográfico y las 
consecuencias no deseadas que podrían ocasionar los problemas del envejecimiento progresivo, en lo que hace a los procesos de 
concentración del riesgo, lo cual se está verificando en ciertas instituciones. También podemos mencionar la existencia de 
determinados niveles de inequidad y de prácticas de competencia desleal con otros agentes que actúan como oferentes de salud, 
llamados seguros parciales, que hoy en día no están sujetos a los mismos niveles de control y fiscalización con que cuentan las 
¡AMC. En una lógica de racionalización y de pensamiento sistémico, esto demandaría que cuando se piensa en una normativa 
comprensiva, dichos seguros también sean contemplados, controlados y fiscalizados, a fin de evitar ese tipo de inequidades que 
hoy en día prevalecen en un mercado que en último término tiene características competitivas. 


Estas son algunas de las cosas que se pretenden hacer. Creemos que al margen de que somos conscientes de que esta tarea se 
pretende hacer en un período de 24 meses -y que, en consecuencia, es algo sumamente ambicioso- es importante tener presente 
que, dada la ingeniería financiera de la operación que estamos manejando, no va a representar a mediano y largo plazo ningún 
costo para el Tesoro ya que, en último término, tendrá que ser absorbido por los tomadores de préstamos quienes, a través de la 
tasa que se está estableciendo, no sólo pagarán el costo de ese ajuste, sino el que se origine por concepto de las asistencias 
técnicas involucradas en el desarrollo de la operación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En ningún momento escuché que parte de este préstamo fuera destinado a cubrir las deudas del 
Ministerio con diferentes organismos públicos o privados. ¿Eso egresa de las arcas habituales presupuestales? 


SEÑOR VIDART.- Así es, señora Presidenta. 


SEÑOR MINISTRO.- Si me permiten, quisiera hacer una acotación, porque el licenciado Vidart ha hecho una exposición acerca del 
destino de los fondos sobre los que ha preguntado la señora Presidenta. 


Quiero decirles que no vamos a tener ningún inconveniente en tener debidamente informados a los señores Senadores acerca de 
cómo vamos a utilizar especificamente los fondos en cada una de esas áreas y en los proyectos a través de los cuales se quieren 
obtener logros importantes para alcanzar la eficiencia que pretendemos en el sistema. Sin duda, en esta etapa aún no tenemos la 
información exacta acerca de la aplicación de muchos de estos fondos, ni acerca de los costos. Pero como siempre ha sido 
preocupación —y creo que con razón- saber cómo se aplican los fondos, no tendríamos inconveniente en informar 
permanentemente, en el futuro inmediato, la forma en que vamos aplicando cada uno de ellos. 


SEÑOR RIESGO.- Quisiera hacer un planteamiento a la Comisión en nombre del señor Senador Correa Freitas y en el mío propio. 
Al respecto, desearíamos pasar a cuarto intermedio a las 17 y 45 horas, coordinando la Mesa otro día para reunirnos con el señor 
Ministro a los efectos de seguir conversando sobre estos temas. Esto es debido a que nosotros tenemos un compromiso político a 
la hora que hemos señalado. 


SEÑOR MINISTRO.- Me parece que podríamos dejar para la próxima reunión un tema cuyo debate sería bastante largo y no nos 
daría el tiempo para llevarlo a cabo hoy. Me refiero al sistema de reproducción humana asistida. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quisiera hacer un planteo en el sentido de fijar desde ya una fecha con el señor Ministro, dado que 
este es un tema que ha planteado el señor Senador Cid a lo largo, creo, de dos años, y no ha logrado un pronunciamiento de la 
Cartera de Salud Pública al respecto. 


Por otra parte, tenemos interés en el tema de la clonación de seres humanos, es decir, que ahí tenemos dos proyectos de ley a 
estudio. Si bien parte de ese proyecto de ley está incluido dentro de la iniciativa que oportunamente presentara el señor Senador 
Cid sobre técnicas de reproducción humana asistida, también nos interesa saber la opinión del Ministerio sobre la clonación. Sé 
que este es un tema que le es muy caro al señor Senador Cid y que este proyecto de técnicas de reproducción humana asistida le 
preocupa mucho. 


Como nosotros estamos pidiendo un cuarto intermedio, quisiéramos ver si es posible fijar ya mismo una fecha, según la agenda del 
señor Ministro, para tratar este tema, por razones de delicadeza política hacia el señor Senador Cid quien, reitero, lo ha planteado. 


SEÑOR MINISTRO.- Al respecto, no tendríamos inconveniente. Sugerimos como fecha el 21 de junio, fundamentalmente, debido a 
que es muy importante en el tratamiento de este tema la presencia del doctor Eduardo Touyá. Por compromisos que tenemos con 
el MERCOSUR, el doctor Touyá estará alejado unos días del país, por lo que podríamos fijar esa reunión para el 21 de junio, si a 
los señores Senadores les parece bien. 


SEÑOR RIESGO.- Personalmente, pediría más tiempo, no por el doctor Touyá, sino por quien habla. Ya tenemos comprometido el 
21 de junio, fecha en que iremos con el señor Presidente de OSE a Tacuarembó y el 22 de ese mes, en que nos trasladaremos a 
Rivera con la gente de UTE. Entonces, preferiríamos que se fijara una fecha posterior al 26 de junio. 


SEÑOR CID.- Creo que la pregunta del señor Senador Correa Freitas era un planteo para que se incluyera en la agenda, porque va 
a ser muy difícil fijar el día de esa reunión aquí, entre todos. Estamos hablando de un plazo mayor de un mes y diría, entonces, que 
sería mejor facultar a la señora Presidenta para que tome en cuenta lo planteado, a efectos de buscar una fecha de consenso. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Eso debería ser en un plazo breve, ya que se trata de un tema que el señor Senador Cid hace 
mucho tiempo que está planteando. 


SEÑOR MINISTRO.- Entonces, el tema de la agenda lo coordinaremos con la señora Presidenta de la Comisión. 


Teniendo en cuenta la extensión del tiempo de que disponemos, que es relativamente corto, pediría al doctor Repetto, Director 
General de ASSE, que abordara el tema referido a GREMEDA, de Artigas. 


SEÑOR REPETTO.- Con respecto a este tema, me voy a referir puntualmente a lo que han sido las inquietudes de GREMEDA, 
relacionadas exclusivamente con las deudas que tiene el Ministerio de Salud Pública y ASSE con esa institución. 


En lo que tiene que ver con este tema, debo decir que es cierto que se había llegado a un acuerdo con las instituciones del interior, 
firmado con FEMI, donde se establecen las formas de pago de las deudas de los años 1999 y 2000, y las cuotas que se 
preestablecen para poder saldar esa deuda. Asimismo, se asume el compromiso por parte del Ministerio, en acuerdo con las 
instituciones, de que el pago de todas las posibles compras de servicios que realice el Estado para el futuro, se garantice a mes de 
compra, a los 90 días. 


Con respecto a las deudas del Ministerio de Salud Pública en forma global con la institución GREMEDA, se llegó a un acuerdo de 
financiación de la deuda. El convenio es sobre un crédito de $ 2:738.732, cuyo pago se fijó en un 40% en el año 2001 y en un 60% 
en el 2002, con ajuste de IPC y variación intercambiaria al vendedor. De las 8 cuotas que se establecieron para el año 2001, ya se 
hicieron efectivos los pagos correspondientes a los meses de abril y mayo, por un monto de $ 136.738 y de $136.496, 
respectivamente. 


Además, estamos en una etapa de negociación con otras instituciones; algunas todavía no habían llegado a firmar los acuerdos, 
por lo que en este mes tuvimos la oportunidad de que nos quedara un determinado monto de cupo financiero y se ha determinado 
en el Ministerio, en acuerdo con el titular de la Cartera, que se atienda en forma especial la situación de GREMEDA. En este 
sentido, se le adelantaron dos cuotas más, correspondientes a los pagos a realizarse en este año. Por lo tanto, ya se efectivizó un 
pago de $547.108 de lo que hubiera correspondido para este año, de un total de $1:000.095. Esto quiere decir que, prácticamente, 
se ha pagado el 50% de lo que teníamos preestablecido con esta Institución. De todas formas, creo que vale la pena aclarar que, 
contando con esta situación y atendiendo ya lo que se ha pagado -me gustaría referirme a cifras en dólares, ya que se han 
manejado montos en esa moneda- el total de las deudas del Ministerio al 31 de mayo de 20001, utilizando un tipo de cambio de 
$13.20, nos da U$S 173.491, cifra que dista bastante de la manejada, que era de U$S 300.000. 


También entiendo que la Comisión y los señores Senadores deben conocer el hecho de que, a su vez, la institución GREMEDA 
tiene una deuda con el Ministerio de Salud Pública por venta de servicios en la ciudad de Bella Unión, que ronda los $1:000.000. O 
sea que si nosotros licuamos estas deudas, la situación de GREMEDA dista mucho de ser la que se había planteado a la Comisión 
y que, si bien es cierto que había un retraso importante, se ha hecho un esfuerzo luego de las negociaciones realizadas, con el fin 
de ponerse al día. Por lo tanto, la situación es bastante diferente y no son las deudas del Ministerio de Salud Pública las que llevan 
a la situación que presenta esa Institución. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, siendo las 17 y 30 horas, agradecemos la presencia del señor Ministro y de su equipo y 
esperamos encontrarnos en una fecha a convenir. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 30 minutos.) 
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